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Santiago, dos de septiembre de dos mil nueve.

VISTOS:

A fojas 52 comparecen don Hernán Maturana y don Reynaldo Venegas, ambos artesanos, domiciliados en Alameda nº 940, Pasaje Hermanos Clark de esta ciudad, ejerciendo la llamada acción de amparo económico prevista en el artículo único de la Ley nº 18.971 en resguardo del derecho a desarrollar una actividad económica lícita garantizado en el artículo 19 nº 21 inciso 1º de la Constitución Política de la República, derecho que, según alegan, se vulneró por parte del Ministro de Justicia don Carlos Maldonado Curti, del Subsecretario de Justicia señor Jorge Frei y por el Jefe del Departamento de Personas Jurídicas del mismo Ministerio don Carlos Aguilar Muñoz.

 Sostienen que recurren en favor de la Corporación de Artesanos Lisiados de Chile, cuya personalidad jurídica nº 104/04/02/1985 estaría siendo amenazada por el Ministerio de Justicia con la cancelación de la misma al ordenarse, mediante ORD. Nº 1932 de 25 de marzo de 2009, la reincorporación dentro de 30 días de dos de sus directores que han sido expulsados por decisión de la Asamblea del mencionado organismo.

Alegan los recurrentes que esta amenaza impide a la Corporación de Lisiados el ejercicio de su actividad económica, cuyo objetivo es proporcionar ayuda a personas con discapacidad y, además, ampara conductas reñidas con las normas legales, toda vez que los directores expulsados se apropiaron de recursos de la fundación.

Terminan solicitando, en definitiva, se ordene a los recurridos adoptar las medidas necesarias para asegurar el libre ejercicio de las actividades económicas de la amparada, no cancelándose su personalidad jurídica.

 A fojas 89, 118 y 148 informan al tenor del recurso interpuesto el Ministro de Justicia señor Maldonado Curti, el Subsecretario señor Frei Toledo y el Jefe del Departamento de Personas Jurídicas del mismo Ministerio, señor Aguilar Muñoz, respectivamente.

Los tres informes son del mismo tenor y en ellos los recurridos alegan, en síntesis, que la Corporación de Lisiados de Chile es un organismo sin fines de lucro, por lo que no realiza actividades económicas que puedan ser materia del presente recurso; que en el evento de cumplir dicho organismo con los estatutos y las leyes, el Ministerio no tendrá razón alguna para iniciar un procedimiento de cancelación de su personalidad jurídica; que la Corporación fue fiscalizada a raíz de denuncias formuladas , se impartieron instrucciones y no fueron cumplidas, situación que permite el apercibimiento de cancelación de personalidad jurídica, conforme a la normativa vigente y que en el caso de efectuarse efectivamente tal cancelación, de modo alguno ella tendría como objetivo impedir el libre desarrollo de una actividad económica, sino que sería el efecto del reiterado y deliberado incumplimiento de las instrucciones impartidas por el Ministerio a la Corporación de Lisiados, contraviniendo la potestad pública que a aquél le asiste sobre este tipo de organizaciones.

A fojas 163 se ordenó traer los autos en relación.

CONSIDERANDO:

  
1º) Que la Ley nº 18.971 ha instituido un mecanismo de tutela jurisdiccional destinado a amparar a los particulares en su derecho a la libertad económica cuando ella resulte afectada por la actividad del Estado llevada a efecto con infracción a las regulaciones que sobre la materia se establecen en el artículo 19 nº 21 inciso 2º de la Constitución Política de la República.

2º) Que a tal conclusión ha llegado nuestra Excma. Corte Suprema al analizar en su jurisprudencia el sentido y alcance  del instituto jurisdiccional previsto en el artículo único de la Ley nº 18.971, estimando que es el de amparar  la garantía constitucional de la “libertad económica” frente al Estado empresario, cuando éste interviene en el ámbito económico vulnerando las limitaciones que le impone el inciso 2º del nº 21 del artículo 19 de la Carta Fundamental, esto es, sin mediar una ley de quórum calificado que lo autorice o infringiendo la legislación común aplicable a los particulares.

 
3º) Que, en efecto, cabe hacer una distinción entre el recurso de protección que concede la misma Carta Fundamental en su artículo 20  para amparar el derecho a desarrollar cualquier actividad económica lícita consagrado en el artículo 19N° 21 inciso 1° de dicha Carta, el que procede cuando se trata de transgresiones al derecho a la libertad económica que afecten en general a individuos particulares en su interés personal, y el instrumento jurídico específico que estatuye la Ley nº 18.971, que debe estimarse establecido para el caso de que tal vulneración provenga de la actividad empresarial del Estado quebrantando las normas de Orden Público Económico, situación a que se refiere el inciso 2º del señalado artículo 19 nº 21 de la Carta Fundamental.

4º) Que esta distinción encuentra sustento en la circunstancia de que mientras el recurso de protección establece una acción a favor de quien, como consecuencia de acciones u omisiones ilegales o arbitrarias de terceros, sufre privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de determinados derechos o garantías esenciales- entre las que se incluye la señalada en el artículo 19 nº 21 de la Carta-, el artículo único de la Ley nº 18.971 que estableció el denominado amparo económico prescribe que cualquier persona puede denunciar las infracciones al aludido artículo 19 nº 21, sin necesidad de tener interés actual en los hechos denunciados, esto es, se trata de una acción popular que debe ejercerse dentro de seis meses y respecto de la cual el órgano jurisdiccional carece de facultades para decretar medidas cautelares inmediatas, por lo que no constituye un  remedio eficaz para salvaguardar el derecho personal de los particulares, como lo es el recurso de protección establecido en el artículo 20 de la Constitución Política.

 
5º) Que, por lo demás, no se divisa racionalidad en que, por la misma transgresión a un mismo derecho o garantía constitucional, el afectado pueda optar indistintamente por ejercer la acción de protección propiamente tal, dentro de un plazo de 30 días, y  la acción de amparo económico dentro del plazo de seis meses, lo que refuerza la conclusión de que la denuncia a que se refiere el artículo único de la Ley nº 18.971 fue establecida sólo en relación a la actividad del Estado descrita en el inciso 2º del artículo 19 nº 21 de la Carta Fundamental.   

6º) Que, en consecuencia, por las razones expuestas, se concluye que el amparo económico deducido en autos para salvaguardar la garantía constitucional que invocan los recurrentes no es la vía idónea para cumplir tal finalidad, lo que conduce al rechazo del referido recurso.

 
Y de conformidad con lo dispuesto en la Ley Nº 18.971, se declara que SE RECHAZA el recurso de amparo económico interpuesto a fojas 52, sin costas, por haberse deducido con motivos plausibles.

Consúltese, si no se apelare.

Regístrese y archívese, en su oportunidad.

Nº 7170-2009.-


Redacción de la Ministro señora Pilar Aguayo Pino.
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